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1.- VISTOS  

Se conoce por la Sala del recurso de apelación interpuesto por la Defensa contra el fallo de condena proferido por el Juzgado Quince Penal del Circuito de Bogotá D. C. el primero (1º) de junio de dos mil cinco (2005), por medio del cual sancionó al señor JOSÉ GUILLERMO PULIDO MEDINA con pena principal de treinta y seis (36) meses de prisión y multa por valor de cuarenta y tres millones ciento cincuenta mil ($43’150.000) pesos, al encontrarlo autor responsable de la conducta punible de OMISIÓN DE AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR; además, impuso como sanción accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal, lo condenó al pago de veintiún millones quinientos setenta y cinco mil (21’575.000) pesos a favor de la DIAN, por concepto de los daños y perjuicios ocasionados con el delito; y, le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

Se tiene competencia para conocer del presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura, de tal manera que se obra como Sala de Descongestión.
2.- HECHOS 

Por parte de la DIAN se formuló denuncia penal en contra del señor JOSÉ GUILLERMO PULIDO MEDINA en su calidad de representante legal de la sociedad MENSATEL LTDA., quien tenía el deber de consignar las sumas retenidas o recaudadas por concepto de Retenciones en la fuente e IVA, por valor de $21’575.000, sin que para ese momento se hubiere presentado el pago de las obligaciones tributarias, no obstante haber vencido el plazo para realizar el respectivo pago. En concreto, se hizo referencia a que faltaba por cancelar lo concerniente con la Retención en la fuente del mes de octubre de 1997 por valor de noventa y dos mil ($92.000) pesos y el impuesto a las ventas de los períodos cuatro (04) y cinco (05) de ese año, con valores de trece millones setecientos noventa y cuatro mil (13’794.000) pesos y siete millones seiscientos ochenta y nueve mil (7’689.000), respectivamente. 
La queja fue presentada por un funcionario del Grupo Interno de Trabajo de la Unidad Penal de la DIAN en la ciudad de Bogotá, el doce (12) de diciembre del año dos mil (2000).
3.- Identidad 

JOSÉ GUILLERMO PULIDO MEDINA nació el trece (13) de agosto de 1942 en Villavicencio (Meta), es hijo de Marta y Obdulio, se identifica con la cédula de ciudadanía No 5’553.910, grado de instrucción universitario, profesión empresario, gerente de una compañía de comunicaciones, casado, padre de tres hijas, todas mayores de edad. 
4.- ACUSACIÓN 

La Fiscalía Doscientos Seccional, Unidad Primera de Delitos contra la Administración Pública y contra la Administración de Justicia, profirió resolución mediante la cual calificó el mérito de la investigación con resolución de acusación en contra del señor PULIDO MEDINA
, calendada el veinticuatro (24) de octubre de 2003, para que respondiera en juicio criminal en calidad de autor material del delito de Omisión del Agente Retenedor o Recaudador consagrada en el artículo 402 del Código Penal, en concurso real homogéneo sucesivo. 
5.- FALLO 

El titular del Juzgado del conocimiento, profirió fallo de condena
 acorde con el contenido de la acusación; es decir, dio por acreditado que sin justa causa el señor PULIDO MEDINA no consignó las sumas recaudadas por concepto de Retención en la fuente e IVA, como era su deber hacerlo, situación que lo hacía merecedor de una sanción penal.

Se pronunció también respeto de la prescripción pedida por el abogado defensor, para lo cual halló sentido a lo manifestado por el Fiscal, en cuanto que el máximo de la pena contemplada en el artículo 402 del estatuto represor, incrementada de conformidad con lo dispuesto en el inciso 5º del artículo 83 de la misma obra, era de siete (07) años y cinco (05) meses de prisión. Dado que las conductas se habían presentado en el mes de septiembre de 1997, para el momento de ejecutoria de la resolución de acusación -25 de abril de 2004- no se había superado ese lapso. También desestimó el argumento relacionado con la insolvencia económica en la que se encontraba la empresa, por cuanto la obligación consistía en consignar los dineros que se hubieren recaudado.
El aludido fallo fue apelado por el apoderado del sentenciado, razón por la cual el proceso se remitió inicialmente a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, desde donde fue nuevamente enviado a esta sede, para que al obrarse como Sala de Descongestión se desatara el recurso vertical interpuesto.
6.- RECURSO y TRÁMITE REALIZADO EN ESTA INSTANCIA
El togado que ha defendido los intereses del justiciable en el decurso de la actuación, afinca sus reparos sobre el fallo proferido, en los siguientes aspectos, los cuales en apretada síntesis los podemos presentar así: (i) El delito por el cual fue acusado y juzgado su prohijado no estaba claramente tipificado para el momento en que se presentó la falta de consignación de los dineros que se le endilga, en ese sentido, tal conducta punible solamente vino a ser tipificada a partir de la Ley 599 de 2000 en su artículo 402. Admite que en la ley 383 de 1997 modificada por el artículo 71 de la Ley 448 de 1998, se encontraba prevista la conducta de quien se sustrajera a la obligación de consignar lo recaudado, empero, la misma, nunca quedó estipulada en el Decreto Ley 100 de 1980, por tanto, estima que en este caso, lo que se hizo fue utilizar una norma análoga para sancionar a su cliente, lo que en materia penal está prohibido; y, (ii) La ajenidad de su mandante en la comisión de la conducta, porque para el momento en que correspondía realizar las consignaciones, ya se encontraba fuera de la empresa y no era su representante legal.

En consecuencia, solicita el decreto de la nulidad de todo lo actuado a partir de la resolución de acusación, por cuanto nadie puede ser juzgado sino conforme a las normas preexistentes.
De manera adicional, mientras el presente proceso se encontraba a despacho del Magistrado Sustanciador en espera del turno respectivo  para proferir la decisión de segunda instancia, se recibió memorial
 procedente del abogado defensor en el que informaba que el señor JOSÉ GUILLERMO PULIDO MEDINA había cancelado la totalidad de las obligaciones contraídas con la DIAN así como los intereses, para lo cual adjuntó las correspondientes consignaciones que contaban con el aval de los funcionarios de la entidad recaudadora de impuestos. En consecuencia, solicitaba que se decretara la cesación de procedimiento.
En vista de la manifestación hecha, se dispuso confirmar la información presentada por el abogado, ante lo cual al principio se presentaron respuestas contradictorias por parte de diferentes oficinas de la Administración Especial de Impuestos de la ciudad de Bogotá, en cuanto una informaba que los saldos adeudados estaban insolutos, mientras la otra daba cuenta de las consignaciones aducidas por el defensor. Finalmente, previo intercambio de varios comunicados, se obtuvo contestación por parte de la División de Cobranzas de la DIAN, en la que se manifestaba que el señor PULIDO MEDINA había cancelado las obligaciones fiscales materia de denuncia penal, de la siguiente manera
: por concepto del impuesto a las ventas período 04 de 1997, $20’732.000; impuesto a las ventas del período 05 de 1997, $11’484.000; y, en lo concerniente con la Retención en la fuente del período 10 de 1997, la suma de $272.000. Se especificó también en el citado documento que no quedaban saldos pendientes de pago en relación con esa entidad. 
7.- Para resolver, Se considera
Se tiene competencia funcional para desatar el recurso que fue oportunamente presentado y sustentado, en contra de la decisión adoptada por el Juzgado Quince Penal del Circuito de la ciudad de Bogotá D.C. De conformidad con lo que obra en el recurso y con el pago realizado, esta Corporación avocará el estudio de los temas de la siguiente manera.
7.1.- Responsabilidad penal del encartado
No le queda a la Sala duda alguna respecto del compromiso del señor PULIDO MEDINA en la comisión del punible por el cual fue vinculado, acusado y finalmente condenado en esta actuación. Es un hecho cierto que sin justificación alguna pese a haberse recibido y declarado como tal, unos dineros por parte de la empresa MENSATEL LTDA., de la cual era su representante legal, los mismos no fueron entregados dentro del término oportuno a su legítimo destinatario, no otro que la Dirección de Impuestos y Aduanas, en primer término y en segundo, al conglomerado de Colombianos en cuyo beneficio esos recursos se deben invertir por parte del Estado. 
Para el Tribunal no son de recibo las exculpaciones relacionadas con la no presencia del acusado en la gerencia de esa entidad para el momento en que se debieron efectuar las consignaciones, básicamente porque era apenas entendible que así se hubiere presentado un relevo en la parte administrativa, que dentro del necesario empalme, se hubieran dejado demarcadas las obligaciones pendientes de pago, en especial éstas por su especial connotación de constituir delito su no cancelación oportuna. Por manera que no resulta atinado el insistente argumento defensivo fundamentado en ese punto. 
7.2.- Normatividad aplicable

De cara al recurso inicialmente presentado e incluso, de la situación presentada con ocasión de la satisfacción de las obligaciones que se encontraban pendientes de pago  a la DIAN, génesis de la presente investigación, la Sala estima imprescindible determinar si para la época en que se presentaron los hechos, estaba específicamente contemplada en la legislación de nuestro país, como hecho punible la situación de quien se sustrajera a la consignación de los recursos económicos percibidos por Retención en la fuente e impuesto a las ventas (IVA). Para este juez colegiado, contrario a lo manifestado en el recurso, sin dubitación alguna, es imperativo concluir que en efecto, para ese momento, tal conducta estaba contemplada como delito y en consecuencia, hacía merecedor de la condigna sanción penal a quien en él incurriera, tal como se ve a continuación.  

Con ese derrotero en mente, debe decirse que la situación planteada en este asunto, no es nueva para este Tribunal, toda vez que en ocasión pretérita se realizó un análisis de la normativa relacionada con la conducta punible de quien se sustrae a la obligación legal de cancelar los dineros que en nombre del Estado ha recolectado del público en general, coincidencialmente en un caso que también se refería a hechos acaecidos en el año de 1997 y cuya resolución de acusación también se profirió en el año 2000, como aquí ocurre, cuando estaban vigentes el Código Penal expedido mediante Decreto Ley 100 de 1980 y la dispersa normatividad que tipificaba estas conductas como delitos, precisamente una de las razones aducidas para recopilar en una sola codificación todos las infracciones -la Ley 599 de 2000-. En esa oportunidad, si bien no se llegó a la cancelación de las obligaciones como es lo que se ha presentado en el presente evento, sí se había logrado un acuerdo de pago, que según se informó por parte de la DIAN, se estaba cumpliendo cabalmente, figura que potencialmente tenía los mismos efectos de la satisfacción de la obligación tributaria, en atención a la fecha en que el acuerdo se produjo –hoy en día eso ya no es posible como se verá más adelante-.
Por considerarlo de importancia para la determinación que aquí ha de adoptarse –en especial, los efectos jurídicos del pago efectuado-, se trascribe a continuación lo que para ese entonces se decantó por parte de esta Corporación, en sentencia de segunda instancia del 04-08-05, radicado 660013104005-2001-00062-01, con ponencia de quien igual encargo ahora funge. Así se razonó en aquel momento:
Necesariamente habrá de recurrirse a la normativa legal obrante para el año de 1997, y aun para el 2000 cuando fue interpuesta la respectiva denuncia por parte de la funcionaria adscrita a la Administración Local de Aduanas e Impuestos Nacionales de Pereira, en contra del señor xxx xxxx. Para ese entonces, vigente plenamente el Decreto Ley 100 de 1980, no existía de manera autónoma el delito que aquí hoy nos ocupa, como quiera que el mismo naciera con el Estatuto Tributario, concretamente en su artículo 665, que a continuación se transcribe porque es fundamental para un cabal entendimiento del debate que se plantea.

ART. 665.—Adicionado. L. 383/97, art. 22. Responsabilidad penal por no consignar las retenciones en la fuente y el IVA. *(El agente retenedor que no consigne las sumas retenidas dentro de los dos (2) meses siguientes a aquel en que se efectuó la respectiva retención, queda sometido a las mismas sanciones previstas en la ley penal para los servidores públicos que incurran en el delito de peculado por apropiación.

En la misma sanción incurrirá el responsable del impuesto sobre las ventas que, teniendo la obligación legal de hacerlo, no consigne las sumas recaudadas por dicho concepto, dentro del mes siguiente a la finalización del bimestre correspondiente.

Tratándose de sociedades u otras entidades, quedan sometidas a esas mismas sanciones las personas naturales encargadas en cada entidad del cumplimiento de dichas obligaciones. Para tal efecto, las empresas deberán informar a la administración de la cual sea contribuyente, con anterioridad al ejercicio de sus funciones, la identidad de la persona que tiene la autonomía suficiente para realizar tal encargo y la constancia de su aceptación. De no hacerlo las sanciones previstas en este artículo, recaerán sobre el representante legal)*.

PAR.—Modificado. L. 633/2000, art. 42. Cuando el agente retenedor o responsable del impuesto a las ventas extinga en su totalidad la obligación tributaria, junto con sus correspondientes intereses y sanciones, mediante pago o compensación de las sumas adeudadas, no habrá lugar a responsabilidad penal. Tampoco habrá responsabilidad penal cuando el agente retenedor o responsable del impuesto sobre las ventas demuestre que ha suscrito un acuerdo de pago por las sumas debidas y que este se está cumpliendo en debida forma.

En esas condiciones, en principio diremos que tal disposición es la que se debe aplicar al caso estudiado, porque en primer lugar era la vigente para el momento de comisión de la conducta censurada y en especial porque en desarrollo del principio de favorabilidad, por ser más benévola para el procesado, debe seguir rigiendo la acción penal que contra él se ha adelantado. En ese entendido, es claro entonces que al existir un acuerdo de pago que ha sido formalmente acogido por la DIAN y que según se informa, se ha estado cumpliendo, no puede proseguir la persecución de la conducta endilgada al señor DELGADO; así se desprende del contenido de la parte final del parágrafo que ha sido resaltado por parte de la Sala.

Empero, sin necesidad de recurrir a la aplicación del principio de favorabilidad, de aplicarse la codificación vigente, forzosamente debería llegarse a la misma conclusión por lo siguiente:

Al entrar en vigencia la Ley 599 de 2000, Código Penal que actualmente se aplica, en su artículo 402 introdujo esta vez si de manera concreta, la norma relativa a la omisión del agente retenedor o recaudador, cuyo contenido en términos generales es similar a la que se consignara antes. Sin embargo, en su parágrafo al establecer la manera en que se podían beneficiar quienes incurrieran en tal conducta, solamente consagró para efectos de ser cobijados con resolución inhibitoria, preclusión de investigación, o cesación de procedimiento a quienes extinguieran la obligación tributaria por pago o compensación de las sumas adeudadas, según el caso, junto con sus correspondientes intereses previstos en el Estatuto Tributario, y normas legales respectivas. Es decir, aparentemente se dejó de lado lo concerniente al acuerdo de pago, que antes existía. 

Tal apreciación no es del todo cierta y fue entonces necesario que para resolver una demanda de inconstitucionalidad de algunas normas de la ley 599, la Corte hiciera un análisis de la vigencia temporal de las disposiciones aplicables a tal situación y concluyera en la Sentencia C-009 de 2003 que el parágrafo del antiguo artículo 665 del Estatuto Tributario, seguía vigente y cuyas consideraciones se transcriben:

8.4. Ahora bien, en relación con esta norma, de cara al artículo 402 del nuevo Código Penal, surge una pregunta: ¿cuál dispositivo es posterior, el artículo 42 de la ley 633 de 2000 o el artículo 402 de la ley 599 de 2000?  Al respecto se tiene:

La ley 633 de 2000 fue publicada en el Diario Oficial No. 44.275 del 29 de diciembre de 2000, fecha en que empezó a regir por disposición de su artículo 134.  Por su parte la ley 599 de 2000, aunque fue publicada en el Diario Oficial No. 44.097 del 24 de julio de 2000, por mandato de su artículo 476 sólo entró en vigencia un año después de su promulgación, esto es, a partir del 24 de julio de 2001.  Por donde, considerando que la respuesta a la pregunta planteada debe darse con referencia a un elemento común y prioritario en el tiempo, esto es: la fecha en que adquirieron validez las mencionadas leyes;  para todos los efectos debe entenderse que el artículo 42 de la ley 633 de 2000 es posterior al artículo 402 de la ley 599 de 2000.  Y es que en el presente cotejo resulta irrelevante la fecha en que comenzó a regir cada ley, pues bien puede ocurrir que una ley que es promulgada con anterioridad a otra que contempla la misma materia, por haber diferido en el tiempo su entrada en vigencia es susceptible de comenzar a regir con algunas disposiciones ya derogadas tácitamente por la ley que fue expedida posteriormente, pues, se destaca, siendo ambas válidas, la ley expedida con posterioridad puede derogar tácitamente todas o algunas de las disposiciones de la que fue expedida previamente.  Que es lo que justamente ocurrió en el presente caso, donde el artículo 42 de la ley 633 de 2000 derogó parcialmente el artículo 402 de la ley 599 de 2000.
En este sentido debe reconocerse que el artículo 42 de la ley 633 de 2000 únicamente derogó –tácitamente- el parágrafo del artículo 402 del Código Penal, manteniéndose incólume el resto de su mandato.
En consonancia con esto, y advirtiendo que por disposición del artículo 474 de la ley 599 de 2000 quedó derogado el decreto 100 de 1990 -sic- y demás normas que lo modifican y complementan, hallándose entre éstas el artículo 665 del Estatuto Tributario, fuerza concluir que a partir del 24 de julio de 2001 quedaron derogados los tres primeros incisos del mismo, manteniéndose a salvo el parágrafo que por virtud del artículo 42 de la ley 633 de 2000 fue incorporado al artículo 665.  Por lo tanto, del artículo 665 del Estatuto Tributario, que modificaba y complementaba el decreto 100 de 1980, ha quedado vigente tan sólo el parágrafo.

El análisis de la normatividad vigente para este específico delito que otrora hiciera el Tribunal, coincide con lo discernido en reciente ocasión por parte de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia donde de forma pormenorizada se abordó el tema y se llegó a una conclusión similar, aunque se precisó que en virtud de la modificación efectuada por el artículo 21 de la Ley 1066 de 2006, ahora solamente puede utilizarse como causal de exclusión de responsabilidad penal, la cancelación efectiva de las obligaciones, mas no el simple acuerdo de pago, tal como se observa en el siguiente pasaje jurisprudencial:
Por lo tanto, durante la vigencia del artículo 42 de la Ley 633 de 2000, la exclusión de responsabilidad penal para el agente retenedor o responsable del impuesto a las ventas se amplió,  además del pago o compensación de la totalidad de la obligación tributaria, junto con sus correspondientes intereses y sanciones, a los casos en que “demuestre que ha suscrito un acuerdo de pago por las sumas debidas y que éste se está cumpliendo en debida forma”. 

Finalmente, no sobra agregar que el aparte del parágrafo trascrito fue derogado por el artículo 21 de la Ley 1066 de 29 de julio de 2006, por medio de la cual “se dictan normas para la normalización de la cartera pública y se dictan otras disposiciones”, norma del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 21. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su promulgación
 y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial la frase “Tampoco habrá responsabilidad penal cuando el agente retenedor o responsable del impuesto sobre las ventas demuestre que ha suscrito un acuerdo de pago por las sumas debidas y que este se está cumpliendo en debida forma” contenida en el inciso 1º del artículo 42 de la Ley 633 de 2000…”  (negrillas presentes en el original)

En el aludido fallo, también se dejó sentado que más que una eximente de responsabilidad –así quedó consagrado en la proposición jurídica que se refiere a la omisión del agente retenedor o recaudador-, el pago de lo debido a la DIAN, realmente constituía una manera de extinguir la acción, como se ve a continuación:
Pero más allá de esa discusión, reitera la Sala que lo importante para el fallador es que no bastaba la simple solicitud del acuerdo de pago, sino su materialización… y ello era suficiente para excluir la configuración de la eximente de responsabilidad penal, que ciertamente debe entenderse como una causal de extinción de la acción, pues como lo advierte el Delegado, aunque la norma en cuestión -artículo 42 de la Ley 633 de 2000-, preceptuaba que en los eventos allí consagrados “no habrá lugar a responsabilidad penal”, resulta antológicamente inaceptable que una conducta postdelictual como el pago de las sumas debidas por concepto de recaudos fiscales indebidamente retenidos puede cambiar la acción original.     
De otro lado, hay lugar a mencionar que no resultó afortunado que en el presente evento se acudiera a la sanción contemplada en el artículo 402 de la Ley 599 de 2000, porque tal como se mencionó, de conformidad con la interpretación hecha por esta Corporación, resultaba más favorable a los intereses del procesado la norma que estaba vigente en el momento de perfeccionarse la conducta omisiva y, por tanto, era de imperiosa aplicación en aras de hacer prevalecer el principio constitucional que garantiza la aplicación de la ley penal más favorable a los intereses del reo (artículo 29), sobre lo que en parte habrá de acogerse lo mencionado por el apelante, pero únicamente en cuanto hace relación con la aplicación de la norma más favorable, porque como ya se vio, era evidente que el delito por el cual se procesó y condenó al señor PULIDO MEDIDA si estaba explícitamente consagrado en nuestra legislación. Esta observación, debe quedar solamente como una advertencia hacia futuro, habida cuenta que el pago de las obligaciones contraídas, hace que la determinación allí adoptada resulte irrelevante, como más adelante se verá. Y no sobra advertir, tampoco, que esta postura del Tribunal también encuentra respaldo en la jurisprudencia de la Corte Suprema, en decisión en la que, por demás, se hizo un exhaustivo recuento de lo que ha sido el devenir del comportamiento delictivo que ahora concita la atención de la Sala, dentro de la cual en relación con la normativa a aplicar se dejó consignado:
Luego si el artículo 402 de la Ley 599 de 2000 reprime el actuar investigado con prisión de 3 a 6 años y multa equivalente al doble de lo no consignado sin que supere los 50.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en tanto que el artículo 133 del Decreto 100 de 1980, modificado por los artículos 19 de la Ley 190 de 1995 y 401 del Código Penal de 2000, establece las siguientes sanciones principales: prisión de 1 a 5 años; en iguales cifras la interdicción de derechos y funciones públicas; y la multa entre $269.711,00 y 16.666,66 salarios mínimos legales mensuales vigentes, no cabe duda que las reglas aplicadas en el fallo condenatorio resultan ser más benéficas para la acusada que el pluricitado artículo 402.

En esas condiciones, dado que al señor PULIDO MEDINA se le aplicó la sanción contenida en el artículo 402 del actual Código Penal y quedó demostrado que ninguna favorabilidad le reportaba, de manera normal debería emprenderse por parte del Tribunal el proceso de readecuación de la pena, para adecuarla a la sanción contemplada en la normatividad vigente para el momento de la omisión, aspecto dentro del cual es necesario dejar sentado que a pesar de tratarse de una situación concursal, ningún incremento se hizo por tal figura en la sentencia apelada –tampoco aquí se podría realizar modificación alguna en relación con el concurso por la prohibición de reformatio in pejus al tratarse de la defensa como apelante único-.  No sobra advertir que el proceso de redosificación no se realiza a la hora de ahora, porque a renglón seguido se ocupa la Sala de analizar lo concerniente con los efectos jurídicos que produce la cancelación de la totalidad de las obligaciones que se encontraban pendientes de pago, lo que hace inane proceder en esa dirección.

7.3.- El caso concreto
Como se dejó anotado, en contra del señor PULIDO MEDINA ya se profirió sentencia condenatoria –que por demás, salvo algunas modificaciones merecía ser confirmada-, sin embargo, la disposición en comento, trátese de la contemplada en la legislación derogada o en la actual, como ya se vio, posibilita prescindir de la sanción penal cuando se presenta el pago de las obligaciones. Nótese que las normas aludidas no contienen una restricción en cuanto al momento procesal en que ha de verificarse el pago de los dineros que se dejaron de consignar, eso sí, lo que se exige es que además de dichos recursos, también se cancelen los correspondientes intereses de las obligaciones. En ese sentido, se tiene que en efecto no solamente se pagaron las obligaciones insolutas, sino que el monto de lo consignado superó con creces las cantidades originalmente informadas, lo cual dio lugar a que por parte de la DIAN se certificara que no quedaban saldos pendientes de pago.
Significa lo anterior, que en el presente evento se ha satisfecho la hipótesis legal para hacer cesar la investigación penal adelantada; en consecuencia, el Tribunal no encuentra obstáculo para estimar que la acción penal que una vez se inició, se ha extinguido en virtud del pago de las obligaciones que hizo el procesado. En consecuencia, en consideración de la etapa procesal en la que nos encontramos, donde incluso ya se había proferido sentencia condenatoria de primera instancia, por técnica procesal, lo que se impone es proceder a revocarla dado que han desaparecido los fundamentos que permitieron su proferimiento para en su lugar absolver al justiciable. 
8.- Decisión
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia  en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA

Primero: Se REVOCA el fallo proferido por el Juzgado Quince Penal del Circuito de la ciudad de Bogotá.

Segundo: En su lugar, se ABSUELVE al señor JOSÉ GUILLERMO PULIDO MEDINA, de los cargos que le fueron formulados, de conformidad con los planteamientos vertidos en la parte motiva de esta providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� Visible a partir del Fl. 123 C.O. 1


� Visible a partir del Fl. 240 C.O.1


� Visible en el Folio 5 del Cuaderno de Segunda instancia surtida ante esta Sala. 


� Visible a partir del Folio 31 del Cuaderno de Segunda instancia surtida ante esta Sala.


� * Este texto se entiende derogado tácitamente por el artículo 402 de la Ley 599 de 2000, nuevo Código Penal, ley que rigió a partir del 24 de julio de 2001. Esta es la posición expresada por la Corte Constitucional en los considerandos de la Sentencia C-009 de enero 23 de 2003. M. P. Jaime Araújo Rentería.








� Diario Oficial No. 46.344 de 29 de julio de 2006.


� Sentencia de casación del 01-08-2007, Rad. 25747, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Sentencia de casación del 07-07-07, Rad. 23405, Magistrados Ponentes Drs. Yesid Ramírez Bastidas y Julio Enrique Socha Salamanca.
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